HOMICIDIO y PORTE DE ARMA
RADICACIÓN: 660016000035-2007-02298-01
PROCESADO: JHON EDWARD RODRÍGUEZ


REPÚBLICA DE COLOMBIA

[image: image1.png]


RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, julio veintinueve (29) de dos mil ocho (2008).
ACTA DE AUDIENCIA PÚBLICA No. 409
SEGUNDA INSTANCIA

	Hora: 
	8:20 a.m.

	Imputado: 
	Jhon Edward Rodríguez

	Cédula de ciudadanía No:
	1’088.253.901 expedida en Pereira

	Delito:
	Homicidio y Porte Ilegal de Arma de fuego

	Víctima:
	Ariel Hugo Quiceno -occiso-

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por la Defensa y el Ministerio Público, contra el fallo de condena de fecha quince (15) de febrero de 2008.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Se asegura, que el diecisiete (17) de noviembre del año 2007, aproximadamente a las 6:53 horas, en vía pública de la calle 17 frente al reloj de “La Churria”, más concretamente sobre la acera en dirección hacia el Terminal de Transportes de esta capital, fue herido mortalmente con proyectil de arma de fuego quien en vida respondía al nombre de ARIEL HUGO QUICENO, producto de varios impactos en cabeza, hombro, muslo izquierdo y abdomen. 
Por el aviso oportuno a las autoridades de parte de transeúntes que presenciaron el hecho, se lograron establecer las características del infractor, individuo que huyó en una buseta de servicio público y fue aprehendido en la carrera 9ª con calle 13, hallándosele en su poder un arma de fuego tipo revólver sin el correspondiente permiso para su porte.

1.2.- Con fundamento en lo anterior, la Fiscalía solicitó ante el Juzgado Penal Municipal con funciones de Control de Garantías, las respectivas audiencias de legalización de captura, imputación e imposición de medida de aseguramiento, por medio de las cuales: (i) se declaró legal la captura; (ii) se atribuyó al aprehendido la comisión de los delitos de Homicidio y Porte de Arma de Fuego en calidad de autor, a todo lo cual el indiciado, en forma libre, voluntaria, adecuadamente informado y debidamente asistido, dijo: “ACEPTO”, y (iii) se impuso como medida de aseguramiento la detención en centro carcelario.
1.3.- Ante esa aceptación, las diligencias fueron remitidas a los Juzgados Penales del Circuito de esta capital, correspondiéndole el conocimiento al primero de esa categoría, cuya titular realizó la audiencia de individualización de pena y sentencia, con el proferimiento de un fallo de condena por medio del cual: (i) declaró penalmente responsable al procesado en consonancia con los cargos imputados; (ii) le impuso pena privativa de la libertad de 160 meses y 27 días de prisión, y la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas por un tiempo igual al de la sanción principal; y (iii) le negó el subrogado de la suspensión condicional de la ejecución de la pena, por expresa prohibición legal. 
1.4.- Tanto la defensa como el Ministerio Público no estuvieron de acuerdo con esa decisión y la impugnaron, razón por la cual los registros fueron remitidos a esta Corporación para definir la apelación.
2.- El Debate

2.1.- Procurador Judicial -recurrente-

Dice estar inconforme únicamente en lo atinente a la dosificación de la pena, con fundamento en:

- La señora Juez de primer grado aplicó el máximo de pena del primer cuarto punitivo y se limitó a referir como argumento para proceder de esa manera que “la conducta es grave y no tuvo ningún respeto por la vida”. Con ello, considera que no hubo motivación adecuada porque en momento alguno se tuvo en consideración la información obrante en la carpeta, la que enseña que la acción se limitó a lo básico del punible y debía partirse de la pena mínima que es en sí misma bien considerable. Por demás, el acusado carece de antecedentes penales.
- De otra parte, no sólo se le impone la pena mayor de ese cuarto inferior, sino que le descuenta apenas un 45% de lo autorizado por el artículo 351 de la Ley 906 de 2004, cuando se sabe que con su aceptación o allanamiento a los cargos evitó el desgaste del aparato jurisdiccional del Estado. 

En esos términos, solicita que se imponga la sanción mínima para ambos punibles en concurso y que se le otorgue el máximo descuento por acogimiento unilateral a los cargos.

2.2.- Defensa -recurrente-

También concentra su descontento en lo atinente a la punibilidad, porque en lo referido a la declaración de responsabilidad el caso está suficientemente esclarecido. A ese efecto argumenta:
- No obstante la aceptación de los cargos desde su primera salida procesal, el despacho cognoscente sólo le descontó un 45% de la pena impuesta, cuando el dispositivo autoriza “hasta el 50%”. El argumento para proceder en esa dirección, es que hubo aprehensión en flagrancia, cuando es por todos conocido que los demás Jueces Penales del Circuito conceden en esas circunstancias el máximo autorizado por la ley. 
- Pero además de ese criterio, su defendido tuvo que soportar la imposición del máximo del primer cuarto, que porque “la conducta cometida es grave” por ser un homicidio. Con eso se está olvidando que el legislador estableció un mínimo también para ese clase de delitos. No hubo realmente motivación para llegar a esa conclusión, cuando se sabe que aquí no fueron esgrimidas circunstancias de mayor punibilidad al momento de la acusación que se pudieran tener en cuenta.
- También se debe tener en consideración que su procurado no posee antecedentes penales y que se mostró arrepentido de la conducta cometida, aspectos que deben confluir para el otorgamiento del máximo de descuento habida consideración a que el legislador no consagró la flagrancia como argumento para la no concesión de ese 50%. 
- Llama también la atención de este Tribunal, en lo que hace con el incremento del concurso por el Porte de Arma, puesto que a su juicio también fue desproporcionado. Considera que aplicar en este caso la mitad de la pena establecida para ese ilícito es desfasado, porque se ha tenido “por costumbre” aplicar un poco menos.

En esos términos, solicita la “revocación parcial de la sentencia” a efectos de modificar lo relativo a la dosificación de la pena para partir de los mínimos y disminuir lo máximo posible.

2.3.- Fiscal -no recurrente-

Al unísono con Defensa y Ministerio Público, está de acuerdo con la revocación parcial del fallo confutado, en atención a que tampoco comparte el imponer la máxima sanción del primer cuarto punitivo.
El motivo aducido por la señora Juez, es inadmisible, porque nadie discute que el hecho es grave, pero eso no puede ser el único argumento para aplicar la mayor sanción. Ese máximo se debe tener en cuenta para otros efectos, como por ejemplo para la imposición de la medida de aseguramiento, pero no para la dosificación de la pena privativa de la libertad. 

Observa que el acusado tiene arraigo en la comunidad y carece de antecedentes, además, se allanó a los cargos en la primera oportunidad procesal demostrando con ello arrepentimiento. 

No obstante, está de acuerdo con la reducción de un 45% por ese acogimiento unilateral a los cargos, habida consideración a que la norma no impone reconocer el máximo del 50%, sólo habla que tendrá derecho “hasta el 50%” que es diferente. El hecho de haber sido sorprendido en flagrancia si es una situación que influye, porque no fue tan significativo el ahorro en desgaste para el Estado al contar con elementos de convicción contundentes sobre su responsabilidad.

En esos términos, pide solamente la modificación de la pena en los términos ya mencionados.

3.- La Decisión

Conocerá el Tribunal del fondo de este asunto, por no hallar desconocimiento de los componentes del debido proceso, tanto en su parte estructural como de garantías a los sujetos procesales, en particular del acusado quien se allanó a los cargos desde un primer momento, lo que dio lugar a que el trámite finiquitara anticipadamente. 

No hay discusión alguna en torno a la configuración de los hechos punibles juzgados en concurso, ni tampoco se pone en entredicho la intención de realizarlo, unido a la conciencia de antijuridicidad en cabeza del justiciable, quien no dudó en despojarse de sus derechos a la no autoincriminación, a la presunción de inocencia y a controvertir las pruebas en juicio público, con la consiguiente evitación de un mayor desgaste a la Administración de Justicia. En esos puntos básicos, hay coincidencia.

El debate se concentró en el tema de la punibilidad, a partir de dos subtemas que podemos dejar consignados de la siguiente manera: (i) si ha existido algún error en la labor dosimétrica por parte de la sentenciadora; en particular, por aplicar el máximo de la pena imponible en el cuarto inferior, y (ii) si hay lugar a exigir un descuento superior al 45% ya concedido en la primera instancia, con fundamento en que a pesar de haberse presentado la flagrancia, de todas formas la admisión de cargos se efectuó en la primera salida procesal del indiciado. 
En esos puntos específicos concentraremos nuestro análisis, pero antes de hacerlo recordemos brevemente cuál fue el proceder de la a quo: 
En primer término, eligió el cuarto inferior correspondiente al delito de mayor gravedad, en nuestro caso el Homicidio simple de que trata el artículo 103 del Código Penal, en armonía con el artículo 14 de la Ley 890 de 2004, esto es, de 208 a 268 meses 15 días de prisión. A continuación, partió del máximo de ese primer cuarto -268 meses 15 días- porque a su juicio: “la conducta desplegada por el procesado, es grave, donde no se tuvo ningún respeto ni consideración con la vida, considerado el derecho madre”. A ese monto le agregó veinticuatro (24) meses, en consideración al concurso por el Porte Ilegal de Arma, para un subtotal de 292 meses 15 días; quantum al cual le redujo el 45% de conformidad con lo establecido en el artículo 351 de la nueva codificación procesal penal, sin conceder el máximo descuento del 50% dada la situación de flagrancia en que fue sorprendido y capturado el responsable -anuncia jurisprudencia en ese sentido-, para un total final de 160 meses y 27 días de prisión. 
Dado que existe claridad sobre esa forma de proceder, ahora sí diremos:

3.1.- Acerca de la ponderación o arbitrio judicial en el sistema de cuartos
Quien asume esta ponencia tuvo ocasión de presentar su inconformidad con el conocido método paso a paso que regía en la codificación anterior para la dosimetría penal, pues generaba graves violaciones al principio del non bis in ídem (al agravar lo agravado: “anatocismo penal”) y a la favorabilidad,
 por estimar más consecuente con esos principios el sistema de integración de límites que finalmente fue el acogido por el legislador en el Código Penal del año 2000. 

Con la puesta en vigencia de la nueva codificación penal, fue mucho el terreno ganado en orden a no afectar el principio de la no doble punición (en lo cuantitativo) frente a lo que venía ocurriendo en el anterior estatuto; pero, no ha sucedido lo mismo con la prohibición de valoración múltiple (en lo cualitativo). Obsérvese:

3.1.1.- En lo cuantitativo

a)- Se propuso la aplicación preferencial de la favorabilidad y la razonabilidad en el método elegido, para evitar todo agente multiplicador, en consecuencia, se obligó al Juez a una integración de los límites punitivos en abstracto.

b)- De los sistemas universalmente admitidos para la dosificación (el de legalidad y el judicial), nuestro legislador adoptó un sistema mixto; es decir, que no se tomó el de una pena fija (la casuística del sistema Francés), ni tampoco el de la judicialidad anglosajona (factible de arbitrariedad). Lo que nos rige es: la rigidez legal respecto a la calidad de la pena principal -prisión o multa- (excepción hecha de la colaboración eficaz con la justicia), y la relatividad legal para los límites (movilidad judicial entre rangos) y las penas accesorias (varias o ninguna).

c)- Se mantuvo la discrecionalidad reglada en la dosificación por ser inevitable, porque hace parte de la ponderación que necesariamente debe hacer el funcionario al momento de ejercer el ius puniendi; no obstante, se redujeron los márgenes de esa discrecionalidad a través de los llamados cuartos, tomados de los denominados mitad inferior y mitad superior en el artículo 66 del Código Penal Español. 

3.1.2.- En lo cualitativo

Juega en él un papel preponderante la discrecionalidad del Juzgador o al menos la forma en que aborda la interpretación de cada caso. Han existido posiciones tan radicales y bien fundamentadas como las que en su momento sostuvo el profesor Emiro Sandoval Huertas acerca de la prohibición de doble punición, al estimar que no se deberían tomar en consideración elementos de la responsabilidad penal -tipicidad, antijuridicidad, imputabilidad y culpabilidad-, en el proceso de determinación de la pena; empero, aún sigue vigente, tanto legal como jurisprudencialmente, la tesis según la cual, los elementos del hecho punible sí tienen incidencia tanto en la dosificación de la pena como en el análisis de los subrogados.

De ahí que este Tribunal insista en que lo sustancial en el aspecto cualitativo es la motivación del fallo, no sólo por ser un deber constitucional y legal del Juez, sino porque de ahí dependen las oportunidades de contradicción y de defensa. Con mayor razón cuando a través de la nueva codificación penal se desdoblaron las reglas rectoras, pues ya no sólo se alude a las funciones y fines de la pena para su justificación, como antes, sino que se hizo expresa mención a los principios que la deben regir: proporcionalidad, necesidad y razonabilidad.

Nuestro deber ahora es establecer si la funcionaria de primer nivel hizo un buen uso de esa discrecionalidad o por el contrario se desfasó por exceso como es la opinión de las partes recurrentes e incluso la no recurrente. Dígase desde ya, que en criterio del Tribunal sí fue desmedida la ponderación llevada a cabo en la sentencia objeto de estudio, al elegir el máximo de ese primer cuarto punitivo como pena a imponer al justiciable. Lo decimos así, al unísono con las partes inconformes, porque esta misma postura ya la había adoptado la titular del despacho de conocimiento en otras ocasiones y el Tribunal con ponencia de quien ahora ejerce igual función había llamado la atención acerca de ese desfase; es decir, que estamos en presencia de una reiteración injustificada del mismo proceder.
En consideración a lo dicho, esta Corporación se ve forzada a rememorar lo sostenido en aquella ocasión con el fin de hacer notar que se ha tornado reticente la posición de la primera instancia, no obstante la ausencia de razones para proceder de esa manera. Los apartes pertinentes de ese precedente fueron:

“Antes de entrar en materia, y sólo por el hecho de que aquí la polémica se hace consistir en la gravedad de la conducta, al Tribunal le corresponde recordar que con el funcionalismo -aplicador de la teoría sistémica- y el normativismo, de todo lo cual -quiérase o no- toma buena parte de referencia nuestro estatuto punitivo vigente, ese término de merecimiento de pena por gravedad del hecho, tiene una connotación bien particular; no otra que la comentada por el profesor GROSSO GARCIA
, quien nos dice que el citado normativismo guarda estrecha similitud con el pensamiento Carrariano respecto al fin primordial del restablecimiento del orden normativo, cuando dice: “El fin de la pena no consiste en que se haga justicia, ni en que el ofendido sea vengado, ni en que sea resarcido el daño padecido por él, ni en que se atemoricen los ciudadanos, ni en que el delincuente purgue su delito, ni en que se obtenga su enmienda. Todas esas pueden ser consecuencias necesarias de la pena, y algunas de ellas pueden ser deseables, pero la pena continuaría siendo un acto inobjetable aún cuando falten todos esos resultados”.  El fin de la pena es en realidad y según esta línea de pensamiento: el restablecimiento del orden social quebrantado por el delito. Así, el merecimiento de la pena por parte de XX, radicaría entonces en la necesidad que tiene la sociedad en general de que ese comportamiento estimado grave sea sancionado con el fin de obtener la reparación del quebranto en el orden vigente y el cual se estima viable por la mayoría de los asociados.

Y quién niega que el comportamiento asumido por XX fue grave, nadie. Por supuesto que penetrar a una casa de habitación y esgrimir arma de fuego a los inermes moradores, con riesgo inminente para sus integridades, es algo intolerable por cualquier comunidad. Pero esa realidad que se le expone al Juez para ser estimada en su sentencia, junto con otras tantas que por similares conductas de Hurto Calificado y Agravado en concurrencia con Porte Ilegal de Arma se presentan en nuestra cotidianidad, debe ser valorada, ponderada, o si se quiere cotejada en su grado de afectación al bien jurídico.

(…)
[…] es desfasado decir, al menos frente al modo como están regulados los institutos penales en nuestro medio judicial, que la gravedad del hecho no tiene cabida en la ponderación de la pena, que porque eso ya viene incluido dentro del respectivo tipo penal. Se trata de un sofisma, porque si lo que hace el legislador penal es compendiar en un catálogo aquellos comportamientos humanos de mayor relevancia social en consideración a su gravedad, para conminarlos con una pena aflictiva de la libertad, entonces perdería todo sentido lo mencionado por el artículo 61 de la misma obra cuando obliga al Juez a tener en consideración para tasarla, entre otros factores, la gravedad del hecho.

Los fines de la pena lo que exigen, es el análisis de la conducta específica mirado su contexto particular para los propósitos de prevención general y especial. En ese sentido, ha sostenido esta Sala de Decisión en múltiples oportunidades, que no es la etiqueta del punible en sí misma considerada, lo que marca la gravedad del comportamiento, sino la forma en que cada hecho se realiza, los componentes de la acción, para poder arribar a una conclusión ajustada a la realidad debidamente comprobada.

Al penetrar de lleno en la cuantificación hecha en la primera instancia, observamos que sí hubo una deficiente apreciación por parte de la falladora, pero no porque haya aplicado el sistema de cuartos, ni porque tuviera en consideración la gravedad de las conductas involucradas, sino más bien, por falta de una adecuada motivación y por supuesto de ponderación del grado de lesividad. Se explica:

Por muy grave que fuera la conducta investigada, la Jueza de instancia no iba a poder superar el tope máximo del primer cuarto mínimo, habida consideración a la ausencia de circunstancias de mayor punibilidad (art.58 C.P.); es decir, jamás el responsable sería pasible de la pena mayor que consagró el legislador, en abstracto, para esta clase de punible. Ese era su primer y principal límite en la operación numérica. Desde luego, esto causa en el juzgador la sensación de un desequilibrio entre el daño causado y la respuesta punitiva del Estado, por cuanto ya el inicial querer del legislador quedaba reducido a su mínima expresión; con mayor razón cuando se conjugan los descuentos por circunstancias extrapenales como lo son la reparación y el acogimiento de los cargos vía preacuerdo. 

Si el Juez tiene en mente todo ese marco mayor de punibilidad, como creemos le ocurrió a la funcionaria a quo, es apenas comprensible que pueda pensar que el monto mayor del primer cuarto es muy poco si se compara con el límite superior fijado por la ley para el delito. Pero la realidad tiene que ser diferente, porque tan pronto el juzgador selecciona el cuarto respectivo, debe olvidarse en su operación mental de los cuartos medios y del cuarto superior, porque ya no pueden seguir siendo un referente válido.

Ahora, dentro de ese cuarto elegido, debe ponderar el grado de lesividad al bien jurídico, potencialidad del daño o gravedad de la conducta, bajo el entendido que debe reservar el tope máximo de ese cuarto seleccionado -para nuestro caso el inferior-, cuando y únicamente cuando, esté convencido que se trata de un hurto o de un porte ilegal de armas que, comparativamente con otros de similar estirpe, pueda considerarse como de excesivas connotaciones. Es que, por ejemplo, no puede ser lo mismo un Hurto Calificado por una sola causal de calificación, que aquel en donde concurren varias hipótesis (violencia contra las cosas, penetración arbitraria a lugar habitado, escalamiento, etc); así como tampoco es igual la violencia ejercida con un arma blanca que con un arma de fuego, o la mera intimidación a la víctima mediante la enseña de ésta última, en la cual valdría incluso la utilización de un artefacto de juguete o de imitación, que aquella en donde se hacen disparos con una verdadera arma que ponga en peligro inminente a las personas. Queremos significar con lo dicho, como ya lo hemos hecho en otras ocasiones, que hay hurtos de hurtos, portes de portes, lesiones de lesiones.

Lamentablemente, para el caso concreto en la sentencia de primer nivel simplemente se anunció que se tomaría el tope máximo del primer cuarto, porque: “se trata de una conducta grave con la que se puso en peligro la seguridad pública; la integridad de los moradores de la residencia asaltada, y además se lesionó en forma violenta su patrimonio económico”. Lo dicho es verdad, pero es insuficiente, porque esa forma de argumentar serviría de formato para imponer la pena máxima a todos los delitos en los cuales esté presente la violencia; es decir, se trata de una motivación genérica que por supuesto tenía que generar la inconformidad de la Defensa y del Ministerio Público a través de este recurso.

Volvemos a decir por tanto, que nadie puede negar que el hecho aquí investigado es grave; pero, ¿será que es el más grave entre todas las posibilidades de hurtos en similares circunstancias, como para ameritar la pena mayor del cuarto seleccionado?” 

Hasta aquí el precedente de la Sala, ahora veamos lo que acontece en el caso que concita nuestra atención.
Consideramos que estamos en presencia de un Homicidio de condiciones simples por la ausencia de agravaciones específicas o genéricas hoy denominadas de mayor punibilidad y de un Porte Ilegal de Arma también de características comunes. Podría decirse que por el hecho de haberse ejecutado el delito contra la vida con un instrumento de fuego, esa situación por sí misma considerada podría acrecentar la gravedad de la conducta frente a otras atentatorias del mismo bien jurídico; empero, el hecho de concursar precisamente con un delito contra la Seguridad Pública hace improcedente esa aseveración, so pena de transgredir la garantía fundamental del non bis in idem.
Así las cosas el Tribunal se ve en el deber de hacer la corrección respectiva y en esos términos dirá que la pena a imponer será el tope mínimo consagrado en el primer cuarto para el delito de Homicidio que es el de mayor gravedad, es decir: 208 meses de prisión, tal cual lo han solicitado todas las partes tanto recurrentes como no recurrentes. 
En lo que hace con el delito concursal, si bien no se elige el notable incremento empleado por la señora juez de primer grado, la Sala debe tener en cuenta que con la expedición de la ley 1142 de 2007 se aumentó en gran medida la sanción para la conducta punible atentatoria contra la seguridad pública -el mínimo pasó de uno a cuatro años de prisión-; luego entonces, actuando en forma coherente con lo que se acaba de anunciar, se estima que una adición de 18 meses es apenas adecuada por el delito de Porte Ilegal de Arma de Fuego, para un subtotal de 226 meses de prisión.
Ahora, en lo que hace con la disminución porcentual por acogimiento a cargos, el Tribunal está obligado a hacer estas otras reflexiones en orden a establecer si en este concreto aspecto asiste o no razón a la primera instancia.
3.2.- Porcentaje de descuento por aceptación de cargos 

Se trata de establecer en esta ocasión, si la disminución de pena en un 45% como lo hizo la iudex a quo y no en una proporción mayor como lo esperan Defensa y Ministerio Público, no así la Fiscalía, es una determinación ajustada a derecho, o, por el contrario, desborda el marco de ponderación que se encuentra preestablecido para una situación como la que es materia de juzgamiento.

Lo primero a decir tiene que ver con la no posibilidad de conceder ese máximo de descuento (50%) cuando se presenta la captura en flagrancia, porque desde hace ya bastante tiempo la línea jurisprudencial giró en esa dirección, en atención a que en esas circunstancias altamente comprometedoras para el infractor de la ley penal, al Estado no le reporta un mayor ahorro en tiempo y actividad del órgano judicial la aceptación de los cargos.

El argumento lo acogió este Tribunal básicamente porque contiene en su trasfondo una carga de razonabilidad bien importante, no otra que comparativamente debe existir una diferencia entre aquél que admite los cargos sin haber sido sorprendido en flagrancia y por su mera liberalidad desea evitar ese mayor desgaste investigativo, que aquél otro descubierto en tan apremiante condición que por sí misma ya abona el terreno hacia la comprobación de su compromiso delictual.

Los planteamientos traídos a la sustentación del recurso para lograr un mayor descuento por ese concepto, son llamativos y comprensibles, porque utilizan a su favor el hecho de haberse dado la aceptación desde un primer momento y lo complementan con que en otros casos similares otros jueces han concedido mayores descuentos. Con todo, nótese que el soporte defensivo gira en torno al factor tiempo, pero hay que recordar que si bien la temprana o tardía aceptación juega un papel importante para la estimación del porcentaje, quizá el más relevante, no es el único a tener en consideración, porque un vistazo a lo que al respecto se ha dejado consignado por el órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria, señala que existen otros de particular incidencia. 

Basta citar, para poner punto final a estas inquietudes, que además de la jurisprudencia citada por la primera instancia como soporte de su argumentación, la misma Corte en una decisión posterior, concretamente en la Sentencia del veintiuno (21) de febrero de 2007, radicación 25.726, M.P. Marina Pulido de Barón, fue aún más precisa al analizar una situación bien similar a la que aquí nos convoca, y obsérvese lo que en esta ocasión sostuvo: “es razonable concluir que corresponde al fallador determinar la proporción en la cual rebajará la pena. En tal labor, es de su resorte tener en cuenta, como ya lo ha precisado la Sala, las circunstancias posdelictuales que guarden relación con la eficaz colaboración para lograr los fines de justicia en punto de la economía procesal, la celeridad y la oportunidad, tales como: la significativa economía en la actividad estatal orientada a demostrar la materialidad del delito y la responsabilidad del procesado, la importancia de la ayuda en punto de la dificultad de acreditación probatoria, la colaboración en el descubrimiento de otros partícipes o delitos, o diversos factores análogos, sin ponderar los criterios definidos por el legislador en el artículo 61 de la Ley 599 de 2000 para individualizar la pena, pues para tal momento ya fueron apreciados al establecer la sanción a la cual se aplicará la rebaja en razón del allanamiento a cargos”
. Y más adelante agrega la Alta Corporación: “encuentra la Sala que, de una parte, acertó el a quo al no otorgar el máximo de rebaja punitiva, esto es, de la mitad de la pena imponible, pues es claro que si la captura de XXX se produjo en flagrancia, tal situación no demandaba de la administración de justicia un especial desgaste en su actividad investigativa y de juzgamiento, dado que con la aprehensión en dicha circunstancia se consiguió acreditar en gran medida tanto la materialidad del delito, como la responsabilidad penal del procesado, motivo por el cual, asistía a la Fiscalía una alta probabilidad de éxito en el evento de que el asunto hubiese llegado a juicio. Y, de otra, que también acertó el funcionario de primer grado al tasar la rebaja de pena en un quantum no inferior al cuarenta por ciento (40%), pues además de la captura en flagrancia, también era oportuno tener en cuenta que XXX en su primera intervención judicial aceptó de manera libre, voluntaria, espontánea y debidamente asistida los cargos que le formuló la Fiscalía durante la audiencia de imputación, lo cual se tradujo en un ahorro y economía en cuanto comporta la actividad investigativa, amén de la prescindencia del juicio, con la correspondiente definición celera del asunto”.

Como vemos, la Corte ha dado su aval a cantidades de descuento incluso menores a la aquí conferida al sentenciado, muy a pesar que la aceptación se dio en la primera diligencia judicial, lo cual traduce que el factor tiempo es importante, pero no suficiente.
La crítica que se hace en torno a que unos Jueces reconocen más descuento que otros, es situación no atribuible a un problema de coherencia en la judicatura, sino propio de la ponderación que corresponde en cada caso, puesto que, como lo dijo expresamente el precedente jurisprudencial que se acaba de citar, a cada Juez le corresponde ponderar esa proporción en el caso individual, con tal de no sobrepasar por exceso o por defecto los límites establecidos por el legislador.

En esta materia la línea de pensamiento del Tribunal siempre ha girado sobre la idea de respetar el juicio de apreciación o arbitrio judicial por tratarse de una ponderación subjetiva del fallador, salvo que existan excesos o deficiencias fácilmente detectables que violen los principios de razonabilidad o proporcionalidad, caso en el cual debe procederse a la corrección respectiva en aras de preservar las garantías procesales; eso sí, sin transgredir por supuesto el principio de la non reformatio in pejus cuando pueda tornarse perjudicial para el apelante único y precisamente por esta razón en algunas ocasiones en donde los Jueces se han excedido en su concesión, no ha sido posible la corrección por parte de este Tribunal en aras de lograr una mejor ponderación. 
En resumen,

La Sala atenderá la reducción solicitada en cuanto impone el mínimo punitivo en el delito contra la vida, e igualmente en lo atinente a un incremento más acorde con las reglas que orientan la figura del concurso de conductas punibles; empero, dejará incólume la reducción del 45% elegido por la Juez de primera instancia en lo referido al descuento por acogimiento a los cargos.
En esas condiciones, la pena que finalmente corresponde al justiciable será la de 124 meses y 9 días de prisión. En igual término se impone la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA el fallo objeto de recurso, en el sentido de imponer como pena principal privativa de la libertad, la equivalente a ciento veinticuatro (124) meses y nueve (9) días de prisión; la accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas lo será por igual término. En lo demás, se confirma. 

Esta providencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

       LEONEL ROGELES MORENO

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN 
� Cfr. Sentencia de Segunda Instancia Tribunal Superior de Pereira de Julio 29 de 1997. M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, rad. 6338.


�  Cfr. GROSSO GARCIA, Manuel Salvador, Dos estudios sobre la nueva Teoría normativista del delito, Bogotá, Ed. Jurídicas Gustavo Ibáñez, 2001.


� Tribunal Superior de Pereira, Sentencia de noviembre 13 de 2007, Rad. 6616106484-2007-00108-01, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque.


� Sentencia del 29 de junio de 2006. Rad. 24529.
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